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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Carlos Mazzulo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Uberfil Hernández, Daniel Mañana, Jorge Patrone, Darío Pérez 
Brito y Mónica Travieso. 


DELEGADO 
DE Señor Representante Carlos Maseda. 
SECTOR: 


INVITADOS: Se recibe a los escribanos Rosa Ana Lombarda, Enrique Arezo Píriz y Roque Molla. 


SEÑOR PRESIDENTE (Mazzulo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay, integrada por la 
escribana Rosa Ana Lombardi y los escribanos Enrique Arezo Píriz y Roque Molla. 


El motivo de la convocatoria es un proyecto de ley denominado "Urbanizaciones de propiedad horizontal", 
presentado por algunos señores Diputados a fin de derogar los artículos 48 a 55 de la Ley N* 17.292. 


Antes que nada, quiero decir que trabajé durante veinticinco años en el estudio jurídico del escribano Jorge 
Grezzi, a partir del año 1970. Luego, en 1994, se me ocurrió presentarme como candidato a Intendente y, por 
esas cosas de la gente, gané. El escribano Grezzi fue mi Secretario General. Luego fui reelecto y me mantuve 
en el cargo hasta el 2004, año en que renuncié. O sea que durante veinticinco años estuve junto a todos 
ustedes. Además, participé en aquella elección por la cual un empleado de las escribanías podía estar 
integrado. 


Por lo tanto, personalmente, me satisface mucho que hoy estén presentes en la Comisión. 


SEÑOR PATRONE.- De una manera incidental porque en la Legislatura pasada éramos suplentes, 
intervinimos en la discusión en Sala cuando se sancionó esta ley. Quiero decir que no fue algo 
demasiado santo porque, de acuerdo con los códigos internos de esta Cámara, las discusiones siempre 
se dan en las Comisiones dado que, cuando ocurren en Sala, muchas veces se provocan rispideces o 
molestias. 


Quería hacer esta aclaración. 


Este proyecto permite una salida legal a una irregularidad flagrante, a una omisión en el cumplimiento de las 
normas vigentes hasta ese momento por parte de las Intendencias Municipales. 


Sabemos de la participación activa que tuvo la Asociación de Escribanos del Uruguay en cuanto a ayudar en 
esta salida. Entendemos que este título "Urbanizaciones de propiedad horizontal" es una salida, 
califiquémosla de legítima, para dar solución a un problema que, de hecho, existía en nuestro país por la 
famosa "arte facta", por el hecho consumado de que se establecieron urbanizaciones de propiedad horizontal, 
claro que sin este título porque en realidad este es el título académico que se le brindó a esta solución. Esto se 
redactó para dar respuesta a los "country", que en definitiva expresan con más crudeza y claridad lo que 
significa este tipo de urbanización, o sea, barrios privados en donde los bienes comunes pasan a ser privados. 
Cuando estoy hablando de bienes comunes que pasan a ser privados, hago referencia a una alteración que se 
genera en la tradición de nuestro país como lo es con respecto a las trazas viales: ya una calle deja de ser el 
vínculo entre dos puntos por el cual circulan libremente todos los ciudadanos de un país para pasar a ser una 
propiedad privada y, por lo tanto, se le impide el paso al ciudadano común; o sea, al que no es copropietario. 


Entonces, mi objeción es filosófica, es técnica, y no estoy en absoluto de acuerdo con la existencia de este 
tipo de elemento que desestructura el territorio, que desintegra la sociedad y que provoca, obviamente, una 
exacerbación de las diferencias socio-económicas y culturales en cualquier sociedad. 


Se me podrá decir -y es verdad, porque lo vemos en el sudeste asiático y en América Central- que el 
desarrollo de polos de alto poder adquisitivo, de grandes construcciones, pueden realizarse y conviven con 
áreas absolutamente deprimidas. Eso es verdad, pero si agregamos el carácter de absolutamente cerrado, ello 
nos está provocando, y hasta psicológicamente, un enfrentamiento, es decir, una confrontación que no 
contribuye a una sociedad democrática, al uso democrático del suelo, ni al uso democrático del espacio 
ciudadano. 


Quizás en este acto debamos agradecer a la Asociación de Escribanos del Uruguay su participación anterior, 
ya que dio una respuesta legal correcta a un problema que teníamos. Ahora, en la medida en que desde 
nuestra posición política tenemos una visión absolutamente diferente con relación a los motivos que llevaron 
a permitir la existencia de ese tipo de solución, queremos consultarlos acerca de cuáles serían los problemas 
que generaría la derogación. Entendemos que si esto se deroga, de aquí en más, no se permitiría su existencia, 
por lo que no debería existir la necesidad de solucionar absolutamente nada. De todos modos, quisiéramos 
saber cuáles serían las dificultades que podrían derivarse de esta derogación, desde el punto de vista de 
profesionales vinculados al área y que tienen pleno dominio de estos temas. Nosotros no queremos mediante 
un acto legal generar problemas que después debamos solucionar a través de otras salidas legales. Esa es la 
posición que tenemos y por eso estamos expectantes de la opinión de los señores visitantes con respecto al 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que me parece que cuando el señor Diputado Patrone dice 
"nosotros" lo hace porque es uno de los que presentan la derogación. 


SEÑORA LOMBARDI.- Simplemente quería decir, en nombre de la Asociación de Escribanos del 
Uruguay, que para nosotros esta responsabilidad para nada es una carga, sino que la asumimos con 
gran alegría. Nuestra intención es seguir trabajando juntos porque creemos que como funcionarios del 
Derecho tenemos la responsabilidad de apoyar y de trabajar junto al Parlamento en la elaboración de 
leyes que resuelvan estos temas; creo que debemos estar en permanente contacto. Por lo tanto, de 
ninguna forma esta tarea es una carga y estamos muy agradecidos por esta invitación y, por supuesto, 
como siempre, estamos a las órdenes. Además, como tenemos un equipo académico del cual estamos 
muy orgullosos, que trabaja en forma permanente e incansable y desinteresadamente por el gremio y 
por el país todo, le voy a ceder la palabra a los profesores escribanos Roque Molla y Enrique Arezo 
Píriz. 


SEÑOR MOLLA.- Comparto plenamente las palabras de la señora colega, la Vicepresidenta de la 
Asociación de Escribanos del Uruguay. Para nosotros siempre es un honor trabajar a nivel de lo que 
nuestro maestro Cafaro decía en cuanto a tratar de aportar esfuerzos para que las leyes tengan un 
perfil lo más seguro y técnico posible. 


El profesor Arezo y quien habla hace muchísimos años que somos coordinadores de la Comisión de Derecho 
Civil de la Asociación de Escribanos del Uruguay y esto lo digo por lo siguiente. La Asociación de 
Escribanos del Uruguay tiene, por supuesto, muchas actividades, pero una de ellas, quizás la que permanece 
con un perfil más bajo, es la de evacuar consultas permanentemente -con consultas me refiero a todo lo que 
significa el quehacer jurídico- a los operadores jurídicos, pero también al Poder Judicial y a los poderes 
públicos en general, y este fue el caso. 


La situación que motiva que finalmente se consagren en la ley de urgencia estas disposiciones relativas a las 
urbanizaciones privadas, es la negativa de un Gobierno Departamental a acceder a que se implante una 
urbanización privada en la zona rural del departamento sobre el que gobierna. Con esto queremos significar 
que la Asociación de Escribanos del Uruguay estudió el problema y dio su opinión porque le fue solicitado. 
Esto no se debió a un impulso de nuestra Asociación. Hago esta aclaración para ubicar la situación, ya que 
creo que lo que voy a decir después puede tener trascendencia. 


Ante esa consulta de la Intendencia Municipal de Canelones -esto, por supuesto, tiene estado público- nuestra 
Comisión, la que integramos con el profesor Arezo, entendió que la ley de propiedad horizontal vigente, la 
Ley N? 10.751 y sus modificativas de alguna manera delegan en los Gobiernos Departamentales lo que se 
conoce como la policía urbanística. Quiere decir que a través de esa ley se le dio facultades a los Gobiernos 
Departamentales para tomar las decisiones del caso, es decir, negar determinadas solicitudes o acceder a 
ellas. En la ley de propiedad horizontal no hay ninguna prohibición a esta situación, tal como las tienen otros 
sistemas más cerrados de régimen de propiedad horizontal; el nuestro es más abierto y por ello ha sido 
copiado por muchas legislaciones, sobre todo de Latinoamérica. De manera que nuestro laudo fue que el 
Gobierno Departamental era el que debía tomar la decisión; no había una prohibición. El Gobierno 
Departamental podía tomar una decisión favorable o desfavorable en función de las coordenadas que 
considerara debían regir en su suelo. 


Entonces, allí nace esa posibilidad de urbanización. Pero en el transcurso del tiempo se presenta este proyecto 
que luego se plasmó en la ley de urgencia y cuyos autores, lisa y llanamente -esto es reconocido por ellos, 
integrantes del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento y Territorial y Medio Ambiente de la época-, se 
inspiraron en esta consulta de la Asociación de Escribanos. Así queda establecida esta primera situación. 


La segunda situación es la actitud o la posición de la Asociación de Escribanos del Uruguay con respecto a 
ese proyecto, hoy norma vigente, de urbanizaciones privadas, lo cual consta en las actas correspondientes. 
Nosotros concurrimos a la Comisión respectiva y manifestamos que la posición de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay, si se iba a legislar y no a solucionar una situación concreta sobre la que se consultó, 
era que esto debía inscribirse en la ley de ordenamiento territorial. Tal como dijimos enfáticamente, 
consideramos que una ley de urgencia no era el lugar para ubicar estas normas en forma aislada, sino que 
debían integrarse en esa ley macro de ordenamiento territorial, que todo país que pretende desarrollarse 
necesita. Esa norma es la que está en discusión en este momento; por lo menos, ya se ha formulado el 
anteproyecto. 


En ese orden de ideas, este anteproyecto de ordenamiento territorial prevé la modificación de los artículos 
insertos en la ley de urgencia relativos a urbanizaciones privadas, en el mismo sentido que había marcado la 
Asociación de Escribanos del Uruguay, conjuntamente con la Sociedad de Arquitectos del Uruguay y la 
Asociación de Agrimensores del Uruguay. Hemos trabajado conjuntamente e hicimos algunas modificaciones 
a lo que después se plasmó en norma. La Sociedad de Arquitectos del Uruguay, tomó con mucho calor lo que 
se establece por parte de los señores Representantes autores de este anteproyecto, en el sentido de que no se 
formaran "ghettos" dentro de las zonas rurales del Uruguay. Es decir que hay coincidencia total en cuanto a 
prevenir esa situación. Por nuestra parte, propusimos que correspondería acotar el tema de las urbanizaciones 
a las zonas urbanas y suburbanas y no a las rurales. Eso es lo que recoge este anteproyecto de ley de 
ordenamiento territorial -hay distintos articulados, yo tengo uno en mi poder, que creo que es el último, y lo 
cito por lo menos como referencia-, que al aludir a las "Disposiciones Especiales", en el Título VIII, 

artículo 86, establece: "3) Ajustes a la Ley N* 17.292 de 25 de enero de 2001.- a) Modifícase el 

inciso primero del artículo 48" -cuya temática se inaugura precisamente en la ley de urgencia N* 17.292-, "el 
que quedará redactado de la siguiente manera: 'Las urbanizaciones desarrolladas en suelo categoría urbana o 
suelo categoría sub-urbana" -se elimina "rurales"- "así categorizado por los instrumentos de ordenamiento 
territorial, que se encuadren dentro de las previsiones de la presente ley y de las normativas departamentales 
de ordenamiento territorial, podrán regirse por el régimen de la propiedad horizontal". Luego se expresa: "b) 


Derógase el inciso cuarto del artículo 48 de la ley 17.292", que precisamente refería a la posibilidad de 
aplicación a zonas rurales. 


Esta es un poco la historia de esta situación; la Asociación ha tratado de ser lo más diligente posible, tanto en 
lo que refiere a su tarea de asesoramiento en oportunidad de consultas que se le formularan, como al apoyo 
brindado para la elaboración de los proyectos de ley, estableciendo las críticas que le parecieron oportunas. 


SEÑOR AREZO.- De acuerdo a lo que se acaba de expresar, el borrador del proyecto de ley de 
ordenamiento territorial ya prevé que no se establezcan urbanizaciones de propiedad horizontal en 
zonas rurales, lo que nos parece un gran avance, porque el gran peligro de los llamados "ghettos", 
precisamente, aparece si en el medio rural se establece un predio cerrado en el que se extienda una 
urbanización de propiedad horizontal. 


En ese sentido, creemos que está bien lo que se determina; ahora bien, en cuanto al contexto del artículo 3% de 
la Ley N* 17.292, que se incluye dentro de la derogación, consideramos que este tema debe ser sujeto a un 
examen mayor dentro de la propia ley de ordenamiento territorial. No podemos seguir legislando 
aisladamente en forma concreta sobre un punto, dejando de ver el conjunto del bosque. A veces el árbol no 
nos deja ver el bosque, pero existe y lo debemos visualizar. 


Por eso, sin perjuicio de compartir muchos de los planteos de la reforma proyectada, y seguramente también 
los fundamentos filosóficos en los que se inspira, a los efectos de resolver el problema de la urbanización de 
propiedad horizontal en general, nos parece más conveniente un estudio ontológico y general del tema a 
través de la ley de ordenamiento territorial, para evitar legislar dos veces -una vez acá y otra allá-, o tener que 
resolver situaciones que eventualmente puedan entrar en conflicto en ciertos aspectos menores. 


De manera que nos parece conveniente que el proyecto de ley de ordenamiento territorial que está a estudio 
de la Comisión contemple en general las urbanizaciones de propiedad horizontal, sin perjuicio de decir, desde 
ya, que compartimos completamente la modificación del inciso primero del artículo 48, que incorpora los 
predios rurales -también prevista en la mencionada iniciativa-, y la derogación del inciso cuarto, que habla de 
las zonas rurales. Con estas modificaciones, desde ahora hasta que se apruebe la ley de ordenamiento 
territorial en forma integral, estaría resuelto el problema de la urbanización, que quedaría circunscripta 
solamente a zonas urbanas y suburbanas, no a zonas rurales, que es donde parecería que se puede suscitar el 
peligro que plantea la Comisión. Parecería que en las zonas urbanas y suburbanas el problema debe ser 
resuelto conjuntamente con la ley de ordenamiento territorial en general, no hacer una atomización, sino 
eliminar lo que es más urgente, que serían los predios rurales, y dejar subsistente el resto hasta tanto la ley de 
ordenamiento territorial, globalmente considerada, resuelva el problema en forma integral y no aislada. No 
olvidemos -como acaba de señalar el señor Molla- que esta ley respondió a una necesidad concreta. Si bien es 
cierto que no existe esa necesidad concreta porque la ley no tiene efecto retroactivo y por consiguiente se 
aplicaría al futuro, en cierta medida estaríamos resolviendo en forma puntual un régimen que necesita una 
visión más general, más ontológica, más genérica, para la derogación de la urbanización de la propiedad 
horizontal. 


Esto es lo que quería mencionar sobre este tema. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Entendí lo que planteó. Si bien la ley de ordenamiento territorial tiene una 
visión global nacional que esperamos llegue a nuestros hijos y nietos, también cada departamento tiene 
un plan de ordenamiento territorial. La geografía es humana, y como hemos sido Ediles 
departamentales sabemos que eso se mueve por voluntades políticas, y en las Juntas el Intendente viene 
con su mayoría por lo que tiene un quórum que respalda su voluntad. Planteo esa situación porque 
puede darse. Usted puede tener una ley que diga que los predios rurales no pueden tener ese tipo de 
edificaciones, pero la voluntad del departamento es la de modificar los límites. Si bien están las zonas 
urbanas, suburbanas y rurales, hay un espacio que puede moverse. Mi pregunta es si pudiera existir la 
posibilidad de contradecir la voluntad del legislador en la ley de ordenamiento. No sé si se entendió la 
pregunta. 


SEÑOR AREZO.- Voy a ver si entendí bien. 


Su temor es que las Juntas Departamentales puedan extender más allá de los límites actuales la zona 
suburbana para alcanzar zonas que actualmente son rurales. Eso es inevitable, porque es competencia de la 
Junta Departamental determinar las zonas urbanas, suburbanas y rurales. Si bien es cierto que eso podría 
darse en alguna zona contigua a una zona suburbana, no vemos que pudiera extenderse a una zona alejada de 
la zona suburbana, porque entonces ya sería una desviación de poder notorio por parte de la Junta 
Departamental. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Un ejemplo puede ser el de Jacksonville, en Zona América. 


SEÑOR AREZO.- La Junta Departamental puede convertir un predio rural en suburbano; eso es 
innegable. Pero eso se puede dar en zonas contiguas, no puede darse en la mitad del campo; no tendría 
sentido y habría una clarísima desviación de poder. 


SEÑOR PATRONE.- Hasta ahora las explicaciones han sido claras y absolutamente entendibles. 


La principal diferencia que yo puedo expresar es que, como lo dije anteriormente, filosófica y políticamente 
estoy en desacuerdo con el instrumento, es decir, con la existencia de la urbanización de propiedad horizontal 
en sí misma, como concepto. Estoy tratando de entender las razones por las cuales es necesario que ese 
instrumento permanezca. 


Reitero que estoy en desacuerdo, pero no me niego ni me cierro a tratar de entender por qué habría que 
mantenerlo, que es lo que todavía no me queda claro. Comparto que esto debería estar incluido -tal cual está- 
en la ley de ordenamiento territorial. Sucede que muchas veces la discusión parlamentaria nos lleva a que no 
lleguemos a ningún acuerdo. Si bien estamos discutiendo un proyecto de este Período, venimos de una 
tradición de por lo menos cinco años de discusiones de leyes de ordenamiento territorial que sucesivamente 
han naufragando y quedan archivadas por no obtener el acuerdo político necesario para su aprobación. A 
pesar de que tanto en este como en el anterior Período existían las mayorías necesarias, naufragaron todos los 
proyectos. Es decir que no se trata de mayorías o minorías, porque en el Período anterior existía una mayoría 
que podía haber aprobado su propio proyecto y, sin embargo, no lo hizo. 


Como filosóficamente me encuentro en total desacuerdo con la forma de apropiarse del territorio es que 
propongo su derogación, y de esa forma ir ayudando para que cuando discutamos la ley de ordenamiento 
territorial no tengamos en este punto un motivo de discusión que alargue la visión holística, integral del 
ordenamiento territorial. Este era uno de los objetivos, es decir, ir sacando piedras del camino en la discusión 
del proyecto, porque podemos empantanarnos en determinados artículos y no nos va a permitir llegar a lo 
importante. Yo estoy planteándolo al revés; si bien esto es un árbol, es el que puede impedirnos ver el bosque. 


Además, en el Uruguay la ley_ de centros poblados ya establecía determinadas condicionantes acerca de cómo 
debía procederse a los fraccionamientos. Es una ley de centros poblados, muy antigua, del año 1946, de la 
que algunas Intendencias sistemáticamente hicieron caso omiso; incumplieron su aplicación. Particularmente 
la de Canelones. No tengo ningún problema en decir que la Intendencia Municipal de Canelones, bajo la 
administración de Tabaré Hackenbruch se encargó de -voy a utilizar las palabras del señor Diputado Pablo 
Abdala- violar flagrantemente la Constitución y las leyes. Entre otras cosas el establecer barrios privados, 
protegerlos y alentarlos sin tener sustento legal fue una clara violación de las leyes de nuestro país. Por eso 
decía en mi manifestación previa que, pese a que yo estaba en contra de este proyecto cuando se discutió la 
ley de urgencia, y quizá se malinterpretó, hoy aproveché para dejar en claro que la acción de la Asociación de 
Escribanos fue la que de alguna manera salvó la situación, desde el punto de vista legal, legítimamente y muy 
bien. No estoy atacando a nadie, por el contrario, yo agradecí que hubiera alguien que pusiera un poco de 
cabeza para salvar las barbaridades de la manera más legítima posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ruego a los señores Diputados no dar opiniones sino plantear las dudas que 
tengan sobre el proyecto para que los escribanos que nos visitan, en la medida de lo posible, las 
contesten. No viene al caso en este momento hablar sobre si hubo o no violaciones. Lo que hay que 
hacer es preguntar, para que los escribanos nos puedan ilustrar. 


SEÑOR PATRONE.- Acepto el llamado al orden del señor Presidente. 


Quizá sea un poco aburridor en mi intención de explicar. El tema es que en el Uruguay existen una serie de 
institutos o normas que son muy difusas. Por ejemplo, cuando una Intendencia define que una zona es 
balneario, ¿en qué categoría está? ¿Es área urbana o suburbana? No se sabe. A diferencia de lo que hizo don 
Francisco Piria, que creó un maravilloso pueblo llamado Piriápolis —en aquella época era Heliópolis-, y lo 
abrió a toda la gente, cuando hay una indefinición de ese estilo se podría hacer lo mismo, conseguir unas 
espléndidas dunas y área en Rocha, y transformarla en la ciudad de Mazzulópolis, por decir algo. Allí no 
entraría nadie. Esas son las cosas que me preocupan: la apropiación y cómo podemos solucionarlo. 


La pregunta concreta es si no estaríamos teniendo este tipo de problemas también sobre la franja costera. 


SEÑOR MOLLA.- Tenemos que partir del sistema que rige en Uruguay, que es el de la propiedad 
privada. Este no quiere decir que si el particular ejerce su derecho de acuerdo a las coordenadas y con 
las limitaciones que establece la ley no pueda llegar a esas soluciones, aun no existiendo una regulación 
como la que está en este momento en discusión. Pongamos el caso de Argentina, que fue en Sudamérica 
el país que comenzó con estas situaciones que Umberto Eco llama la feudalización moderna, es decir 
que se ha vuelto al régimen del medioevo. La gente vive dentro de bunkers y sale esporádicamente. Ahí 
surgen los problemas sociales, que comparto que los hay. Increíblemente, esta situación que nos atañe 
se da en los dos extremos de la escala: en los de gran poderío y en los asentamientos. Este es un 
problema social grave que también lo tiene el Uruguay, y sin duda lo tiene que enfrentar, porque se 
crea una situación de tenencia dentro de los muros y de extrañeza fuera de ellos. Eso acarrea todo un 
problema de delincuencia y de ilícitos. Estoy hablando de las dos puntas. No estoy estigmatizando solo 
a los asentamientos. Los de gran poderío consideran que fuera de su feudo no hay normas. 


Esto es muy claro. Está estudiado por la sociedad jurídica, que ha dado pautas en el tema. Lo concreto es que 
países que no tienen regulación especial como la nuestra igual logran el objetivo. En Argentina va a haber 
situaciones de este tipo, llamadas "countries" -no comparto que su utilicen palabras de otro idioma-, que han 
logrado el mismo desarrollo. Se trata de una enorme superficie cerrada a la cual no se puede entrar, porque es 
propiedad privada. Puede pertenecer, por ejemplo, a una sociedad anónima, y los accionistas tienen derecho a 
usar una vivienda. El efecto se logra, porque está basado en un derecho de propiedad. Este es un tema que va 
a la raíz del sistema. 


Por supuesto que la costa tiene una zona de defensa y zonas que corresponden al dominio público, como lo 
establece tanto el Código de Aguas como las disposiciones pertinentes en materia de defensa costera. 
Evidentemente, todas esas situaciones tienen que estar dentro de lo permitido, pero en el Uruguay hay 
muchas situaciones que ya están juzgadas, porque tienen salida fiscal anterior a estas disposiciones, que 
determina que más allá de la zona de defensa -que no quita propiedad sino posibilidad de utilización- lo 
demás sean playas privadas. 


El punto es el derecho de propiedad, que es uno de los cimientos de nuestro sistema. 
SEÑOR HERNÁNDEZ.- Es interesantísimo lo que nos están explicando. 


El tema de los padrones únicos es muy dialéctico, porque el Estado o la organización de un departamento no 
pueden entrar allí a brindar los servicios. Ojalá todos pudiéramos tener todas las comodidades, pero desde la 
década de los sesenta hemos asistido a la existencia de cantegriles. Me parece muy bien volver a la fuente, 
pero la vida es más rica que cualquier teoría. Esas situaciones se dan de un lado y del otro. Por un lado, los 
propietarios de ese padrón dicen: "esto es mío"; pero otra visión, desde el punto de vista del cuidado de los 
recursos, se vale de algún aspecto legal y establece que no tiene obligación de brindar servicios porque se 
trata de una propiedad privada. Lo dejo para que lo piensen, porque es muy interesante y muy fermental. A 
veces está todo tan prolijito que ver algo fermental, que tiene vida adentro, me entusiasma y lo agradezco. 


SEÑOR MOLLA.- Lo que está marcando el señor Diputado es un aspecto que en alguna medida, y sin 
ambages, plantea este proyecto de ordenamiento, que es lo que se conoce en derecho moderno como el 
cambio del concepto de propiedad. Esta es la función social de la propiedad. Es un tema de gran 
envergadura que merece una discusión porque el concepto del derecho está en juego. Aquello de los 
romanos de que el derecho de propiedad iba del cielo al infierno, ya fue. En el sistema moderno, 


inclusive en las constituciones modernas, se está gestando el concepto de la función social de la 
propiedad. Se es dueño, pero con deberes. 


Creemos que conceptualmente esto merece armonizarse con lo que pasa a ser una pieza fundamental del 
ordenamiento jurídico uruguayo, como es este proyecto, porque se puede producir una colisión de normas. 
Nuestra sugerencia es que se espere a que se discuta esta situación establecida en el proyecto y allí estudiar si 
se va a una derogación total o a una situación intermedia de limitarlo a zonas urbanas y suburbanas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la Asociación de Escribanos del Uruguay y la 
información que se nos ha proporcionado. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


